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Medellín, 30 de junio de 2023
 

Doctor
JORGE IVÁN HOYOS GAVIRIA
JUEZ DIECISIETE (17) CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLÍN
E. S. D.
Ciudad

 

RADICADO 05001310301620230005300

PROCESO VERBAL – ACCIÓN DE SIMULACIÓN ABSOLUTA

ASUNTO CONTESTACIÓN DE DEMANDA

DEMANDANTE LILIANA MARÍA DÁVILA BRAVO C.C. 21.954.245

 
DEMANDADOS

ANDRÉS ARTURO ESPINOSA MEDINA C.C. 71.672.135

MARTHA LILIANA ESPINOSA MEDINA C.C. 43.535.548
 
Respetado Señor Juez:
 
JUAN JOSÉ PÉREZ MONTOYA, identificado con cédula de ciudadanía número 1.001.414.603 de
Girardota, portador de la Tarjeta Profesional número 360.082 del Consejo Superior de la Judicatura,
con dirección de correo electrónica registrada en el Registro Nacional de Abogados
juanjoseperezmontoya102@gmail.com,  en calidad de mandatario judicial de acuerdo con el
poder otorgado por el señor ANDRÉS ARTURO ESPINOSA MEDINA, identificado con cédula de
ciudadanía 71.672.135 de Medellín, con domicilio y residencia en la ciudad de Medellín, y la señora
MARTHA LILIANA ESPINOSA MEDINA, identificada con cédula de ciudadanía 43.535.548 de
Medellín, con domicilio y residencia en la ciudad de Medellín, demandados en el proceso de la
referencia, dentro del término legal me dirijo respetuosamente a Usted con el fin de CONTESTAR
LA DEMANDA presentada por la señora LILIANA MARÍA DÁVILA BRAVO, identificada con
cédula de ciudadanía 21.954.245, con domicilio en la ciudad de Medellín; por lo que entraré a
pronunciarme frente a los hechos y pretensiones de la demanda, de acuerdo a las manifestaciones
hechas por mis poderdantes y pruebas que anexo con la presente contestación.

En este correo electrónico se encuentra anexo (i) escrito contentivo de la contestación, (ii) poder
especial conferido a mi persona y (iii) los demás anexos de la contestación que me fueron
entregados por mis poderdantes. 
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Este correo electrónico se envía con copia a todos los sujetos procesales a efectos de cumplir con
dicho deber procesal.

De Usted,

Respetuosamente,

JUAN JOSÉ PÉREZ MONTOYA
C.C. 1.001.414.603 de Girardota
T.P. 360.082 del C. S. de la Ju.
juanjoseperezmontoya102@gmail.com
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Medellín, 30 de junio de 2023 
 
 

Doctor 
JORGE IVÁN HOYOS GAVIRIA 
JUEZ DIECISIETE (17) CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLÍN 
E. S. D. 
Ciudad 

 

RADICADO 05001310301620230005300 

PROCESO VERBAL – ACCIÓN DE SIMULACIÓN ABSOLUTA 

ASUNTO CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

DEMANDANTE LILIANA MARÍA DÁVILA BRAVO C.C. 21.954.245 

 
DEMANDADOS 

ANDRÉS ARTURO ESPINOSA MEDINA C.C. 71.672.135 

MARTHA LILIANA ESPINOSA MEDINA C.C. 43.535.548 

 
Respetado Señor Juez: 
 
JUAN JOSÉ PÉREZ MONTOYA, identificado con cédula de ciudadanía número 
1.001.414.603 de Girardota, portador de la Tarjeta Profesional número 360.082 del Consejo 
Superior de la Judicatura, con dirección de correo electrónica registrada en el Registro Nacional 
de Abogados juanjoseperezmontoya102@gmail.com,  en calidad de mandatario judicial de 
acuerdo con el poder otorgado por el señor ANDRÉS ARTURO ESPINOSA MEDINA, 
identificado con cédula de ciudadanía 71.672.135 de Medellín, con domicilio y residencia en la 
ciudad de Medellín, y la señora MARTHA LILIANA ESPINOSA MEDINA, identificada con 
cédula de ciudadanía 43.535.548 de Medellín, con domicilio y residencia en la ciudad de Medellín, 
demandados en el proceso de la referencia, dentro del término legal me dirijo respetuosamente 
a Usted con el fin de CONTESTAR LA DEMANDA presentada por la señora LILIANA MARÍA 
DÁVILA BRAVO, identificada con cédula de ciudadanía 21.954.245, con domicilio en la ciudad 
de Medellín; por lo que entraré a pronunciarme frente a los hechos y pretensiones de la 
demanda, de acuerdo a las manifestaciones hechas por mis poderdantes y pruebas que anexo 
con la presente contestación: 
 

FRENTE A LOS HECHOS 
 

PRIMERO: ES CIERTO.  
 
SEGUNDO: ES CIERTO. 
 
TERCERO: ES CIERTO. 
 
CUARTO: NO ES CIERTO. Los bienes referidos por la demandante no son propiedad del señor 
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ANDRÉS ARTURO ESPINOSA MEDINA y, por tanto, no forman parte de la sociedad conyugal. A 
la fecha los bienes se encuentran en el patrimonio de los señores LISA MAYEIMI URREA 
BOHÓRQUEZ y GABRIEL JAIME LOPERA ARANGO, con quien se suscribió el día cuatro (4) de 
febrero hogaño contrato de promesa de compraventa sobre estos bienes, y sobre el cual se 
realizare contrato solemne de compraventa el pasado cuatro (4) de mayo de 2023, cuya escritura 
pública se encuentra en proceso de protocolización por parte de la Notaría 25 del Círculo de 
Medellín (v. Cláusula Quinta de contrato de promesa de compraventa). 
 
QUINTO: ES CIERTO. 
 
SEXTO: ES CIERTO. 
 
SÉPTIMO: NO ES CIERTO. Los señores LILIANA MARÍA DÁVILA BRAVO y ANDRÉS ARTURO 
ESPINOSA MEDINA se encuentran separados de hecho desde el 15 de julio de 2020, fecha desde 
la que no hay ningún tipo de relación personal, ni afectiva, ni de comunicación; no se llaman, 
no se escriben. Este hecho fue manifestado por la aquí demandante en el proceso verbal de 
cesación de efectos civiles de matrimonio religioso y aceptado por mi representado en la 
contestación de la demanda (v. hecho octavo de la demanda rad. 05001311000820220053000).  
 
OCTAVO: NO ES CIERTO. El señor ANDRÉS ARTURO ESPINOSA MEDINA celebró un contrato 
válido, cierto, genuino, real y de buena fe con la señora MARTHA LILIANA ESPINOSA MEDINA, 
tal como consta en Escritura Pública 3.330 de 23 de agosto de 2021. Prueba de que no buscaba 
defraudar la sociedad conyugal es que en el TERCER ACTO, CLÁUSULA SEXTA, el señor ANDRÉS 
ARTURO reconoció tener sociedad conyugal vigente. 
 
Por otro lado, recuérdese que la buena fe es un principio y garantía que ampara todas las 
actuaciones de los particulares, de acuerdo con el artículo 83 de la Constitución Política. La 
Constitución y la ley obliga a presumir que toda actuación se realiza de buena fe; la mala fe, 
entonces, necesariamente debe probarse a través de alguno de los medios de prueba 
contemplados por el legislador. Asegurar sin fundamento probatorio que mi representados 
actuaron con intención defraudatoria y simulatoria conlleva desconocer la presunción de buena 
fe. En este caso no se puede acreditar este supuesto tan solo con asegurar que bajo el concepto 
personal de la demandante se ha obrado de manera simulatoria y defraudatoria, pues ello carece 
de vocación de prosperidad. 
 
NOVENO: NO ES CIERTO. Como se refiere en la misma demanda, son “inferencias” que hace 
la demandante desde su concepto personal, sin que exista prueba que le asista porque el negocio 
jurídico realizado es real, cierto, genuino, efectivo y de buena fe. En cuanto a cada una de las 
afirmaciones: 
a. Es cierto. 
b. No es cierto que el señor ANDRÉS ARTURO resida en el inmueble para la fecha de la demanda 

por cuanto el bien fue arrendado por la propietaria MARTHA LILIANA el día 15 de marzo de 
2023 a los señores GABRIEL JAIME LOPERA ARANGO y LISA MAYEIMI URREA BOHÓRQUEZ. 
El señor ANDRÉS ARTURO residió en el inmueble hasta el 10 de marzo de 2023 por cuanto 
la señora MARTHA LILIANA, en razón de sus lazos familiares, permitió la habitación del 
inmueble hasta tanto ella lo arrendara. Este hecho no se encuentra prohibido por la ley; por 
el contrario, se conoce comúnmente como “contrato de comodato”. La demandante no 
puede pretender que todas las relaciones civiles se enmarquen dentro del carácter oneroso 
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o con finalidad de enriquecerse, pues las relaciones interpersonales y familiares exceden las 
relaciones negociales de contenido pecuniario. Además, que al señor se le haya permitido el 
uso del inmueble para su habitación no excluye que la señora MARTHA LILIANA realizara 
actos de señora y dueña. 

c. Es cierto que el señor ANDRÉS ARTURO no pagaba renta porque, como se manifestó, su 
hermana permitió y toleró el uso gratuito de su inmueble como vivienda; esto por cuanto 
realizan y sostienen negocios con los que hacen ajustes de cuentas en virtud de la 
consensualidad y la confianza por el parentesco. Sin embargo, NO ES CIERTO que el señor 
ANDRÉS ARTURO pague las cuotas de administración del inmueble ni el impuesto predial, 
como se prueba con los comprobantes de pago en los que se evidencia que era la señora 
MARTHA LILIANA, como señora y dueña, quien los pagaba hasta la fecha de venta. 

d. No es cierto. El señor ANDRÉS ARTURO ya no es propietario del inmueble y no se reconoce 
como señor y dueño del mismo. Prueba de esto es que, en concordancia con el hecho 
anterior, la señora MARTHA LILIANA pagaba el impuesto predial y la cuota de administración 
de la propiedad horizontal, e incluso hipotecó, arrendó y vendió el inmueble. Además, el 
valor obtenido por la venta del inmueble fue reportado ante la Dirección Nacional de 
Impuestos y Aduanas Nacionales – DIAN en la declaración de renta del año 2021 (presentado 
año vencido en 2022) como una ganancia ocasional (v. anexo). Si se tratara de una 
simulación, el señor ANDRÉS ESPINOSA no hubiera recibido ningún valor por concepto de 
ganancia ocasional.  

 
DÉCIMO: Contiene dos párrafos con distintos hechos, por lo cual me pronunciaré frente a todos. 
Frente a la afirmación de que el bien inmueble fue vendido por un precio de doscientos noventa 
millones de pesos ($290.000.000), es cierto; este valor, como se manifiesta en la Escritura 
Pública, corresponde al avalúo catastral del derecho del señor ANDRÉS ARTURO ESPINOSA 
MEDINA incrementado en cincuenta por ciento (50%), tal como lo permite el artículo 90 del 
Estatuto Tributario, modificado por el artículo 61 de la Ley 2010 de 2019. 
 
En cuanto al segundo hecho que manifiesta la demandante, NO LE CONSTA a mis representados 
el valor de los otros inmuebles en el año 2021, ya que no se aporta prueba en este proceso. Sin 
embargo, la ley permite que la venta se haga sobre el avalúo catastral incrementado en un 
cincuenta por ciento o sobre el avalúo comercial, prefiriendo mis poderdantes la primera 
alternativa. Adicional, no existe ningún acuerdo privado o secreto en el que se haya pactado 
otro precio, mayor o menor. 
 
UNDÉCIMO: NO ES CIERTO. Es el mismo contenido del HECHO OCTAVO. Se trata de una 
afirmación de la demandante que carece de fundamento probatorio, pues es un pensamiento 
que ella tiene imposible de ser probado por cuanto no es cierto. Prueba de que es un concepto 
personal de la demandante es que el contrato data de agosto de 2021, y ella afirma 
vehementemente que es para defraudarla y que la señora MARTHA LILIANA ESPINOSA MEDINA 
no pagó ningún valor cuando la demandante no tiene ningún tipo de contacto con el señor 
ANDRÉS ARTURO ESPINOSA MEDINA desde julio de 2020.  En razón de la falta de comunicación, 
es imposible que la demandante conozca de primera mano el alcance de los negocios que realiza 
su expareja y más aún si recibió o no dinero por este negocio. Como se advirtió supra, el señor 
ESPINOSA MEDINA sí recibió el valor correspondiente a la venta del inmueble y fue reportado a 
la Dirección Nacional de Impuestos y Aduanas Nacionales – DIAN. Esta prueba es suficiente e 
invalida cualquier afirmación realizada por ella o por los supuestos testigos de oídas que refiere 
la demandante quienes tampoco conocen el negocio jurídico.  
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DUODÉCIMO: ES CIERTO. La señora MARTHA LILIANA ESPINOSA MEDINA como propietaria, 
ejerciendo actos de señora y dueña, afectó el inmueble con la finalidad de garantizar su 
obligación con la COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO DE DROGUISTAS DETALLISTAS – 
COOPICRÉDITO. Este hecho es reconocimiento de que el bien es propiedad de la señora 
MARTHA LILIANA y que no se trata de una simulación.  
 
DÉCIMOTERCERO: NO ES CIERTO. Nuevamente se trata de una creencia errada de la 
demandante. El monto del crédito otorgado por COOPICRÉDITO fue usado para dos (2) fines: 
(i) pagar doscientos veinte millones de pesos ($220.000.000) correspondientes al precio de la 
compraventa del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 001-223275 y (ii) con el saldo restante, 
se pagó parte de la compraventa de los inmuebles cuyo negocio jurídico aquí se discute, tal 
como quedó en la escritura pública; ambos negocios celebrados por la señora MARTHA LILIANA. 
Por otro lado, desconoce la demandante que la señora MARTHA LILIANA realizó un préstamo 
bancario en el Banco de Bogotá por valor de doscientos millones de pesos ($200.000.000), 
desembolsado el 30 de agosto de 2021, utilizado para pagar otra parte de la compraventa 
celebrada con el señor ANDRÉS ARTURO. 
 
DÉCIMOCUARTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. La señora MARTHA LILIANA ESPINOSA 
MEDINA sí adquirió el inmueble y utilizó parte del crédito otorgado por la COOPERATIVA DE 
AHORRO Y CRÉDITO DE DROGUISTAS DETALLISTAS - COOPICREDITO para pagar el mismo, 
como consta en los certificados de pago que se adjuntan. Pero NO ES CIERTO que la señora 
MARTHA LILIANA haya utilizado el crédito exclusivamente para pagar el inmueble con matrícula 
No. 001-223275, pues manifiestan mis clientes que del mismo restaron ciento ochenta millones 
de pesos ($180.000.000) que fueron otorgados como parte de pago de la compraventa de los 
bienes objeto de esta demanda. Este hecho resulta indiferente a este proceso por cuanto el 
dinero  
 
DÉCIMOQUINTO: NO ES CIERTO. Como se encuentra en la respectiva Escritura Pública, el 
valor de la venta del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 001-223275 fue de doscientos 
veinte millones de pesos ($220.000.000), que se pagó a prorrata de cada derecho social, así (v. 
relación y comprobantes de pago a cada vendedor): 
 

 
 
Manifiestan mis poderdantes que no existe pacto, documento escrito o contraescritura donde se 
conste que la venta haya sido por quinientos millones de pesos ($500.000.000), según indica la 
demandante. 
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Este hecho no es indicio de nada, pues con este hecho no se logra probar que el señor ANDRÉS 
ARTURO haya vendido su inmueble para defraudar la sociedad conyugal ni que la venta se haya 
hecho con la finalidad de adquirir recursos financieros a favor de la señora MARTHA LILIANA. 
 
El trasfondo negocial está referido a los distintos negocios familiares que se realizan entre los 
codemandados en razón de la confianza y el parentesco. Ambos hermanos realizan 
constantemente negocios jurídicos de carácter económico y hacen ajustes de cuentas periódicas; 
en este sentido, la señora MARTHA LILIANA asume pagos de obligaciones que corresponden al 
señor ANDRÉS ARTURO y viceversa. Con el fin de que el señor ANDRÉS ARTURO tuviera liquidez 
para otras obligaciones distintas, acordaron compravender los inmuebles con matrículas 
inmobiliarias No. 001-371303, 001-371287 y 001-371288. Así pues, como se prueba en este 
proceso con distintos comprobantes de pago y estados cuentas pendientes, actualmente el señor 
ANDRÉS ARTURO debe más de trescientos millones de pesos ($300.000.000) a la señora 
MARTHA LILIANA, además de las distintas obligaciones personales que tiene con otras personas 
naturales y jurídicas. 
 
También es importante advertir al Despacho que la situación de liquidez económica del señor 
ANDRÉS ARTURO se vio afectada con la pandemia por el Covid-19. La principal fuente de 
ingresos del señor ANDRÉS ARTURO son los rendimientos financieros por la operación de buses 
de COONATRA en la ciudad de Medellín, la cual se vio afectada por las reglamentaciones del 
Gobierno Nacional durante 2020 y 2021 en la que estuvo limitada capacidad de ocupación de 
buses al 30% en gran parte del 2020 y luego al 70%. Durante este tiempo tuvo que asumir el 
costo de operación y mantenimiento de los buses (saldos negativos), teniendo que hacer 
préstamos con otras personas para su costeo. La situación de la señora MARTHA LILIANA es 
sustancialmente distinta por cuanto su fuente de ingresos proviene de otras actividades 
económicas y negocios que realiza. En virtud de la solidaridad entre hermanos, la señora 
MARTHA LILIANA ha venido pagando obligaciones de ANDRÉS ARTURO y con la finalidad de 
que tuviera liquidez le compró su casa, pero permitiéndole vivir en ella hasta que la vendiera o 
la arrendara. 
 
DÉCIMOSEXTO: NO ES CIERTO. Nuevamente la demandante se reafirma en su concepto 
personal carente de prueba, manifestado en hechos anteriores (OCTAVO y UNDÉCIMO). La 
demanda contiene expresiones poco claras como “obtener recursos financieros frescos” que dan 
cuenta de que la demanda se funda en pensamientos de la demandante y no en hechos 
susceptibles de ser probados. En el caso se encuentra que la señora MARTHA LILIANA realizó 
varios negocios jurídicos, completamente válidos, genuinos y reales.  
 
DÉCIMOSÉPTIMO: NO ES CIERTO. Esta demanda es antitécnica por cuanto repite varios 
hechos a lo largo del escrito. Estese a lo expresado en el HECHO NOVENO en el que se advirtió 
que la propietaria, dueña y señora del bien inmueble es la señora MARTHA LILIANA ESPINOSA 
MEDINA, como quiera que el bien es de su propiedad, a pesar de que en él habitaba su hermano 
en virtud de contrato de comodato verbal que se realizó por el parentesco y las relaciones de 
confianza entre las partes. Como se soporta con pruebas que desvirtúan la afirmación de la 
demandante, quien asumía los gastos derivados del inmueble es la señora MARTHA LILIANA.  
 
DÉCIMOCTAVO: Es trámite procesal y no un hecho que fundamente la demanda. 
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FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 
Me opongo, Señor Juez, a todas las pretensiones de la demanda, como quiera que son 
improcedentes en consideración a los supuestos fácticos y jurídicos que se expondrán en las 
siguientes: 
 

EXCEPCIONES DE MÉRITO FRENTE A LOS CODEMANDADOS 
 

INEXISTENCIA DE LA SIMULACIÓN – FALTA DE ACREDITACIÓN DE LA 
SIMULACIÓN ABSOLUTA – VALIDEZ DEL NEGOCIO JURÍDICO 

 
La jurisprudencia en múltiples ocasiones ha indicado los requisitos para que sea procedente la 
simulación contractual, a saber (Sentencia C-741 de 2004): 
1. Ambas partes deben estar de acuerdo sobre el contrato que ellas realizan en realidad. 
2. El acto secreto debe ser contemporáneo del acto aparente. 
3. El acto modificatorio es secreto: su existencia no debe ser revelada por el acto aparente. 
 
Así las cosas, la simulación requiere que ambas partes en el contrato sean conscientes de lo que 
realizan y quieran su materialización. En la simulación absoluta, es decir, aquél negocio que “está 
destinado a crear una apariencia probatoria de un negocio sin contenido real” (CSJ, Sentencia del 
3 de junio de 1996, Expediente 42) ambos contratantes deben querer simular un negocio jurídico 
que no quieren realizar, de manera que no existe la simulación unilateral. 
 
En este caso, la demandante no logra demostrar los requisitos de la simulación, pues en este 
caso no existe un acuerdo entre mis representados para realizar un negocio jurídico inexistente 
y secreto. Por el contrario, como se probó durante todo el proceso, el contrato de compraventa 
plasmado en Escritura Pública 3.330 de 23 de agosto de 2021 se realizó con la finalidad de que 
el señor Andrés Arturo Espinosa Medina obtuviera liquidez para sus negocios. Esta compraventa 
fue realizada con su hermana por cuanto es común entre ambos realizar múltiples negocios, lo 
cual es de conocimiento de la demandante.  
 
La demandante sostiene que a través de indicios logrará probar que se trató de una simulación. 
No obstante, para ella un indicio es que la señora Martha Liliana celebró otro contrato de 
compraventa sobre otro bien inmueble con recursos de un crédito que fue utilizado en ambos 
negocios jurídicos. Tal vez la demandante probará que doscientos veinte millones de pesos 
($220.000.000) de dicho crédito fueron consignados directamente a las partes de dicho contrato, 
lo cual es cierto como reconocieron mis mandantes y se adjunta prueba a este proceso; pero la 
demandante no podrá probar que parte del restante no se haya usado para pagar al señor Andrés 
Arturo, bien sea directamente o pagando parte de sus obligaciones (créditos y préstamos), pues 
como se comprueba con los documentos anexos, la señora Martha Liliana asume muchos pagos 
que corresponden al señor Andrés Arturo. Además, existe prueba de otros préstamos y de pagos 
que hizo la demandada para terminar con el pago del precio.  
 
Es importante tener en cuenta, Señor Juez, que a la demandante no le basta lanzar simples 
hipótesis o conjeturas, sino que le corresponde demostrar que el negocio jurídico criticado difiere 
de su genuina intención. Este requisito jurídico no lo logra con su material probatorio y menos 
aun con las personas que refiere como testigos, pues son sus familiares que en poco o nada 
conocen el trasfondo del negocio jurídico que acá se discute. 
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Para la demandante también es un indicio de la simulación que el señor Andrés Arturo siguiera 
residiendo en el inmueble después de la venta, lo cual resulta erróneo a la luz de los principios 
constitucionales. Si bien es cierto que este hecho ha sido reconocido por la jurisprudencia como 
un indicio, lo cierto es que la realidad es mucho más compleja y, como ha dicho la Corte Suprema 
de Justicia, no significa que sean situaciones objetivas que, de probarse, dé lugar a la 
configuración automática de la simulación.  
 
En el caso particular, la señora Martha Liliana, hermana del señor Andrés Arturo, le permitió vivir 
en el inmueble hasta tanto ella lo arrendara o lo vendiera, condición que fue pactada verbalmente. 
Como se ha probado, los hermanos Medina Espinosa desarrollan sus actuaciones en el marco de 
la confianza y la solidaridad, por lo cual la señora Martha Liliana, quien no tiene necesidades 
económicas a diferencia del señor Andrés Arturo, consideró innecesario cobrarle a su hermano. 
La demandante en este caso propone que el Despacho presuma la mala fe, es decir, que el señor 
Andrés Arturo habitó hasta el 10 de marzo de 2023 el inmueble porque no existió el negocio; en 
este caso debe primar la buena fe: la señora Martha Liliana permitió el uso del inmueble por parte 
de su hermano debido a los distintos problemas económicos que ha estado afrontando. 
 
Como manifiestan mis mandantes y se aportan comprobantes, la señora Martha Liliana era quien 
pagaba la cuota de administración y el impuesto predial. En cuanto a los servicios públicos, estos 
los asumía el señor Andrés Arturo y solo en algunos casos los pagó la señora Martha Liliana.  
 
En conclusión de esta excepción, es claro que el negocio jurídico realizado entre los 
codemandados es completamente válido y genuino, de manera que produjo efectos jurídicos. La 
demandante solo ha realizado hipótesis o conjeturas personales que no tienen alcance probatorio 
y que le corresponde a ella probar. 
 

INEXISTENCIA DE MALA FE POR PARTE DE LOS CODEMANDADOS 

 
Los actos de simulación con fines defraudatorios requieren, además, la prueba de la mala fe. La 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y de la Corte Constitucional ha reconocido el 
principio de buena fe como principio general del derecho que se presume en todas las actuaciones 
de los particulares, por lo que la buena fe no se debe probar. Así las cosas, si una persona alega 
que otra actuó de mala fe tiene la carga de probarlo. 
 
En este caso la demandante sostiene que mis poderdantes realizaron el negocio jurídico de mala 
fe por dos razones: (i) buscaban defraudar la sociedad conyugal del señor Andrés Arturo y la 
demandante desviando los bienes y (ii) buscaban transferir el bien a la señora Martha Liliana para 
que ella pudiera solicitar un crédito bancario, sin que este hecho quede así de claro en la 
demanda, pues manifiestan que buscaban “obtener recursos financieros frescos”, expresión 
ambigua y confusa. 
 
En este caso la demandante no demuestra la existencia de mala fe por cuanto, como queda 
soportado en todas las pruebas aportadas por la parte demandada, los codemandados realizaron 
el negocio con el propósito de que el señor Andrés Arturo obtuviera liquidez para saldar otras 
obligaciones. La señora Martha Liliana, como nueva propietaria, realizó un acto completamente 
legal y lícito como es hipotecarlo para asegurar el pago de un préstamo. Dicha hipoteca ya fue 
levantada, pues el bien ahora no está en el patrimonio de la señora Martha Liliana, lo cual 
demuestra que la demandada solo ha venido realizando actos de señora y dueña dentro del 
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marco de la buena fe. 
 
Por otro lado, la demandante tampoco logra demostrar que el bien se haya transferido a mi 
representada para “obtener recursos financieros frescos”. Esta expresión, además de ser poco 
clara, demuestra que se trata de hipótesis infundadas de la demandante. 
 

NECESIDAD DE ENAJENAR EL INMUEBLE 

 
Como se sustentó, la razón principal por la cual se enajenó el bien inmueble es porque el señor 
Andrés Arturo necesitaba recursos financieros líquidos para asumir distintas obligaciones. Como 
los codemandados realizan negocios jurídicos constantemente, se pactó entre ellos la 
compraventa de dichos bienes inmuebles, de manera que en lo sucesivo serían propiedad de la 
señora Martha Liliana, quien pagaría el precio del bien con parte de un crédito de cuatrocientos 
millones de pesos ($400.000.000) y otras partes fueron pagadas por la señora Martha Liliana 
directamente a los acreedores. Por esta razón, se expondrá y explicará la siguiente excepción de 
fondo. 
 

PAGO DEL PRECIO 

 
En el negocio jurídico que acá se discute efectivamente existió pago del precio. Manifiestan mis 
mandantes que el pago se hizo de la siguiente manera: 
1. Que cincuenta millones de pesos ($50.000.000) se pagaron en efectivo el 19 de abril de 2021 

ya que el señor Andrés Arturo necesitaba dicho monto; en ese momento fue un préstamo que 
hizo la señora Martha Liliana al señor Andrés Arturo pero posteriormente fue imputado a la 
compra del bien.  

2. Que se pagó otra parte del bien con la parte restante del crédito aprobado por 
COOPICRÉDITO. Así quedó pactado en la Escritura Pública. Estos valores fueron entregados 
al señor Andrés a través de pagos de obligaciones. 

3. Que desde mayo de 2021 hasta mayo de 2023 la señora Martha Liliana pagó cuarenta y ocho 
millones setecientos noventa y seis mil quinientos veinticinco pesos ($48.796.525) 
correspondientes a veinticinco (25) cuotas de un millón novecientos cincuenta y un mil 
ochocientos sesenta y un pesos ($1.951.861) que se pagaron a la Asociación Mutualista 
Fomas por un pagaré que debía el señor Andrés Arturo.  

4. Que se pagó otra parte con un préstamo realizado por la señora Martha Liliana por valor de 
doscientos millones de pesos ($200.000.000). Estos valores fueron entregados al señor 
Andrés a través de pagos de obligaciones. 

5. Que en octubre de 29 de 2021 la señora Martha Liliana pagó el valor de cambio de las llantas 
del vehículo personal del señor Andrés Arturo por valor de tres millones trescientos cincuenta 
y seis mil doscientos ocho pesos ($3.356.208). 

 
Además, manifiestan mis mandantes que el señor Andrés Arturo en la actualidad debe más de 
trescientos millones de pesos ($300.000.000) a su hermana por pagos que le corresponden a él 
y que ella ha realizado. 
 

En este caso la parte demandante argumenta que la señora Martha Liliana nunca pagó el precio 
del bien, afirmación que queda desvirtuada con todas las cuentas que aporta la parte 
demandante. En todo caso, debe tener en cuenta este Despacho que la demandante no logra 
probar la inexistencia del pago, carga que por mandante del artículo 167 del Código General del 
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Proceso le corresponde, como lo ha sostenido la jurisprudencia ordinaria. 
 

NO HAY PRECIO EXIGUO O IRRISORIO 

 
Manifiesta la demandante que el bien se vendió por doscientos noventa millones de pesos cuando 
en el mercado tendría un precio superior (situación que no le consta a mis mandantes). En este 
caso, el valor del bien se debe a un autoavalúo fijado por el señor Andrés Arturo que se encuentra 
permitido por la ley, pues está habilitado para enajenar el bien por el valor del avalúo catastral 
incrementado en la mitad, y así se hizo. Este precio corresponde con la realidad, no es un precio 
exiguo ni irrisorio. Además, fue el precio que realmente se pagó.  
 

IMPROCEDIBILIDAD E IMPOSIBILIDAD JURÍDICA DE RESTITUCIÓN DEL BIEN 
INMUEBLE 

 
En este caso resulta improcedente la restitución jurídica de la propiedad al señor Andrés Arturo 
por cuanto no se prueban los supuestos para configurarse la simulación. Además, resulta 
imposible la restitución por cuanto los bienes hoy no hacen parte del patrimonio de la señora 
Martha Liliana sino de los señores Lisa Mayeimi Urrea Bohórquez y Gabriel Jaime Lopera Arango, 
teniendo en cuenta el contrato de compraventa realizado con la señora Martha y que se encuentra 
en proceso de protocolización notarial.  
 
Al respecto, la jurisprudencia ha dicho que la declaratoria no tiene efectos jurídicos frente a 
terceros de buena fe, de manera que se torna improcedente e imposible la restitución del bien 
por radicarse en cabeza de otra persona (CSJ, Sentencia del 5 de agosto de 2013, Rad. 2004-
00103-01). En este caso, el negocio jurídico celebrado entre la señora Martha Liliana y los señores 
Lisa Mayeimi y Gabriel Jaime son completamente válidos, lícitos y genuinos; además son prueba 
de que la señora Martha Liliana siempre se consideró señora y dueña del bien. 
 
En mérito de lo expuesto, solicito respetuosamente al Despacho no dar prosperidad a ninguna 
de las pretensiones de la demanda por las razones expuestas y principalmente porque el negocio 
jurídico celebrado es válido, no se acreditó ni existió la simulación ni la mala fe de los 
codemandados y, por el contrario, se probó el pago de la compraventa entre las partes. Además, 
se hace imposible la restitución de la propiedad del inmueble al señor Andrés Arturo Espinosa 
Medina por cuanto ahora son propiedad de terceros de buena fe, es decir, los señores Lisa 
Mayeimi Urrea Bohórquez y Gabriel Jaime Lopera Arango. 
 

FRENTE A LA MEDIDA CAUTELAR 
 

Sin reparos frente a este acápite. 
 

FRENTE A LA COMPETENCIA Y CUANTÍA 
 

Manifiesto, Señor Juez, que es Usted competente de conocer de este proceso, por lo que no 
advierto nulidades por falta de jurisdicción o competencia y no propongo excepciones previas 
frente a este acápite. Se trata de un proceso verbal de mayor cuantía que sigue el trámite del 
artículo 368 y siguientes del Código General del Proceso. 

 
FRENTE A LA ESTIMACIÓN RAZONADA DE LA CUANTÍA 
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No refiere la estimación razonada de la cuantía, sino la finalidad de la demanda. Por ser abordada 
en el acápite anterior, el demandante estima la cuantía en doscientos noventa millones de pesos 
($290.000.000), por lo cual es un proceso de mayor cuantía. Frente a esto no se tiene ningún 
reparo. 

 
FRENTE A LAS PRUEBAS 

 
Una vez revisadas, puedo anotar que corresponden a las pruebas documentales que motivan el 
presente proceso. En cuanto a las pruebas testimoniales, solicito al Despacho no decretarlas y, 
en su lugar, no decretarlas, por cuanto las personas indicadas no guardan relación directa con el 
negocio jurídico acá celebrado y, por tanto, sus declaraciones resultan inconducentes para 
resolver el fondo de la litis.  
 

Particularmente, los señores Mauricio Dávila y María Patricia Bravo Montoya son familiares de la 
demandante que no tienen contacto con los demandados, por lo cual no podrían rendir testimonio 
sobre el acuerdo celebrado entre las partes ya que no lo conocen de primera mano y sus 
testimonios están referidos a conjeturas como que hace la demandante en la demanda. Por otro 
lado, los señores Angela María Restrepo Cuartas y Jaime Alberto Restrepo Cuartas fueron 
vendedores de otro bien inmueble que no guarda relación con el de este proceso por cuanto en 
dicho contrato no existió simulación, además de ser un negocio que no afecta las condiciones del 
que se discute en este proceso. 

 
PRUEBAS 

 
Solicito, Señor Juez, se tengan como tales las siguientes: 
 
DOCUMENTALES:  
 

Solicito, Señor Juez, otorgar valor legal probatorio a los siguientes documentos que se aportan 
con la presente contestación: 
 
a. Contrato de arrendamiento de vivienda urbana celebrado entre la señora Martha Liliana 

Espinosa Medina y los señores Mayeimi Urrea Bohórquez y Gabriel Jaime Lopera Arango a 
través de la Inmobiliaria Century 21 Radial. 

b. Contrato de promesa de compraventa de los bienes inmuebles objeto de este proceso, 
celebrado entre la señora Martha Liliana Espinosa Medina y los señores Mayeimi Urrea 
Bohórquez y Gabriel Jaime Lopera Arango. 

c. Comprobante de retiro de cincuenta millones de pesos ($50.000.000) que se pagaron al 
señor Andrés Arturo Espinosa Medina por parte de la señora Martha Liliana el 19 de abril de 
2021. 

d. Copia del préstamo realizado por el señor Andrés Arturo Espinosa Medina con la Asociación 
Mutualista FOMAS, cuyas cuotas fueron pagadas por la señora Martha Liliana Espinosa Medina 
e imputadas por las partes al precio de los bienes inmuebles. 

e. Copia de distintos pagos de las cuotas del crédito realizado por el señor Andrés Arturo que 
pagó la señora Martha Liliana. 

f. Copia del préstamo por valor de doscientos millones de pesos ($200.000.000) que realizó la 
señora Martha Liliana para pagar obligaciones del señor Andrés Arturo y que fueron imputadas 
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al pago del inmueble. 
g. Copia de la factura de mantenimiento del vehículo del señor Andrés Arturo que fue pagado 

por la señora Martha Liliana e imputado al pago del inmueble. 
h. Copia de los pagos realizados a cada uno de los vendedores del bien con matrícula inmobiliaria 

No. 001-223275. 
i. Declaraciones de renta del señor Andrés Arturo de los años 2020 y 2021 donde se evidencia 

que ingresó a su patrimonio el valor de los bienes objeto de esta demanda como ganancia 
ocasional. 

j. Copia de los comprobantes de pago de impuesto predial de los bienes inmuebles por parte 
de la señora Martha Liliana. 

k. Copia del préstamo por cuatrocientos millones de pesos aprobado y consignado por 
COOPICRÉDITO. 

l. Copia de algunos pagos que corresponden al señor Andrés Arturo pero que ha realizado la 
señora Martha Liliana, incluido contrato de transacción en el que la señora Martha Liliana 
paga a nombre de Andrés Arturo gastos de operación de sus vehículos. Todas estas pruebas 
de que los hermanos Espinosa Medina sostienen negocios jurídicos comúnmente con los que 
hacen ajustes de cuentas. 

 

Cualquier documento adicional que esté en nuestro poder y que el Señor Juez considere necesario 
para su convencimiento será aportado. 
 
INTERROGATORIOS: 
 
Interrogatorio de parte: Le ruego, Señor Juez, se sirva permitirme absolver en interrogatorio, 
para efectos de confesión a la señora LILIANA MARÍA DÁVILA BRAVO, identificada con cédula 
de ciudadanía 21.954.245, demandante en este proceso; así como a los codemandados que 
represento. 
 
Interrogatorio de testigos: Solicito, Señor Juez, que de ser decretadas las declaraciones de 
los testigos, se me permita interrogar a los testigos aportados por la parte demandante por los 
supuestos hechos que en el escrito de la demanda se manifiestan: 
 
• Mauricio Dávila, C.C. 98.526.643, domiciliado en la Calle 8 No. 62-10 de Medellín. Email: 

mdvilanotario24@gmail.com  

• María Patricia Bravo Montoya, C.C. 21.952.992, domiciliada en la Calle 66 No. 103B-56 de 
Medellín. Email: elcolorpap@gmail.com 

• Angela María Restrepo Cuartas, C.C. 42.961.284, domiciliada en la Transversal 39a No. 71-
131 de Medellín. Email: angelares2@hotmail.com 

• Jaime Alberto Restrepo Cuartas, C.C. 71.594.581, domiciliado en la Carrera 75ª No. 45C 2 19 
de Medellín. Email: dosa@une.net.co  

 

ANEXOS 
 

Se tienen por anexos de esta contestación: el poder para actuar y los documentos que constan 
en el acápite de PRUEBAS (v. supra). 

 
NOTIFICACIONES 
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El suscrito las recibirá en la dirección electrónica registrada en el Registro Nacional de Abogados, 
a saber juanjoseperezmontoya102@gmail.com, o a través de llamada celular al número 311 712 
5106, o en la dirección física Calle 10 No. 12 – 11 en Girardota (Antioquia). Ruego se prefieran 
las notificaciones por medios electrónicos. 
 
Las de mi poderdante en las siguientes direcciones electrónicas y físicas, prefiriéndose las 
notificaciones por medios electrónicos: 

• Andrés Arturo Espinosa Medina, en la Calle 15 No. 35-289, Apto. 501 de Medellín; o en el 
correo republicano27@gmail.com 

• Martha Liliana Espinosa Medina, en la Carrera 76 No. 29-78 de Medellín; o en el correo 
electrónico m.espinosa1969@gmail.com  

 
Las de la parte demandante y su apoderado en las direcciones físicas y electrónicas indicadas en 
el escrito de la demanda. 
 
 
De Usted, 
 
 
Respetuosamente, 
 
 
 

JUAN JOSÉ PÉREZ MONTOYA 

C.C. 1.001.414.603 de Girardota 

T.P. 360.082 del C. S. de la Ju. 
juanjoseperezmontoya102@gmail.com 
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Medellín, 29 de junio de 2023 

 

Doctor 
JORGE IVÁN HOYOS GAVIRIA 

JUEZ DIECISIETE (17) CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLÍN 
E. S. D. 
Ciudad 
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PROCESO VERBAL – ACCIÓN DE SIMULACIÓN ABSOLUTA 

ASUNTO PODER ESPECIAL 

DEMANDANTE LILIANA MARÍA DÁVILA BRAVO C.C. 21.954.245 

 
DEMANDADOS 

ANDRÉS ARTURO ESPINOSA MEDINA C.C. 71.672.135 

MARTHA LILIANA ESPINOSA MEDINA C.C. 43.535.548 

 

Respetado Señor Juez: 
 
ANDRÉS ARTURO ESPINOSA MEDINA, identificado con cédula de ciudadanía 71.672.135 de 
Medellín, con domicilio y residencia en la ciudad de Medellín, y MARTHA LILIANA ESPINOSA 
MEDINA, identificada con cédula de ciudadanía 43.535.548 de Medellín, con domicilio y residencia 
en la ciudad de Medellín, en calidad de demandados en el proceso de la          referencia, por medio del 
presente escrito conferimos PODER ESPECIAL, AMPLIO Y SUFICIENTE al abogado en ejercicio 
JUAN JOSÉ PÉREZ MONTOYA, identificado con cédula de ciudadanía número 1.001.414.603 
de Girardota, portador de la Tarjeta Profesional número 360.082 del Consejo Superior de la 
Judicatura, cuya dirección de correo electrónica registrada en el Registro Nacional de Abogados es 
juanjoseperezmontoya102@gmail.com, para que, en nuestro nombre y representación, 
ejerza la defensa y lleve a buen término proceso declarativo verbal de mayor cuantía, iniciado por 
la señora LILIANA MARÍA DÁVILA BRAVO, identificada con cédula de ciudadanía 21.954.245, 
con domicilio en la ciudad de Medellín. 
 
Nuestro apoderado, además de las facultades inherentes al presente mandato según lo dispuesto 
en el artículo 77 de la Ley 1564 de 2012, queda expresamente facultado para conciliar, transigir, 
renunciar, sustituir y reasumir poder, solicitar y aportar pruebas, solicitar aplazamiento y   formular 
tachas.  
 

Sírvase, por lo tanto, reconocerle personería jurídica a nuestro apoderado en los términos y para 
los efectos del presente poder. 

 

Respetuosamente, 

 
 
 
 

 
 
Acepto, 

 
 

 
JUAN JOSÉ PÉREZ MONTOYA 
C.C. 1.001.414.603 de Girardota 

T.P. 360.082 del C. S. de la Ju. 
juanjoseperezmontoya102@gmail.com 
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